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Este policy paper desarrolla una lectura analítica de las 
discusiones sostenidas en las Jornadas de Economía 2025 
de la Universidad Alberto Hurtado en torno a pobreza, 
desigualdad y situación de calle, entendidas no como 
problemáticas disociadas sino como expresiones articuladas 
de una misma estructura de producción y reproducción de 
la vulnerabilidad social. El texto se sitúa en una perspectiva 
que concibe la pobreza no únicamente como insuficiencia 
de ingresos, sino como un régimen de regulación que 
define umbrales socialmente aceptables de vida, distribuye 
reconocimiento institucional y delimita las fronteras de 
pertenencia al orden social protegido. En este marco, la 
desigualdad aparece como arquitectura persistente que 
organiza jerarquías materiales, simbólicas y territoriales, 
mientras la situación de calle emerge como la forma extrema 
en que se manifiesta el colapso de los dispositivos de 
integración social.

A partir de las exposiciones de Leonardo Gasparini, Raimundo 
Undurraga y el panel compuesto por Felipe Estay, Isabel 
Lacalle, Andrés Millar y Matías Cociña, se analizan las 
tensiones entre medición y experiencia, entre reducción 
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estadística de la pobreza y persistencia de la exclusión, 
así como los desplazamientos conceptuales que redefinen 
el campo de intervención pública. El documento propone 
una lectura que articula conocimiento técnico consolidado, 
evidencia empírica situada y áreas donde persisten vacíos 
analíticos relevantes, delineando los desafíos que enfrenta 
la política social para responder de manera más coherente, 
integrada y estructural a las formas contemporáneas de 
pobreza y exclusión, tanto en Chile como en América Latina.
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1.	 LAS JORNADAS DE ECONOMÍA 2025: 

ENTRE SABER EXPERTO, EXPERIENCIA 

TERRITORIAL Y FORMACIÓN CRÍTICA

Las Jornadas de Economía 2025 de la Universidad Alberto 
Hurtado, realizadas el 28 de agosto de 2025 en el marco 
del Ciclo sobre Políticas Públicas del Centro Interdisciplinar 
de Políticas Públicas (CiPP–UAH), se concibieron como 
un espacio de intercambio sustantivo sobre pobreza, 
desigualdad y situación de calle en América Latina. El 
encuentro reunió dos exposiciones principales —a cargo 
de Leonardo Gasparini (CEDLAS–UNLP) y Raimundo 
Undurraga (Universidad de Chile)— seguidas por un 
panel con representantes de organizaciones de sociedad 
civil y del Estado (Felipe Estay, Fundación Moviliza; 
Isabel Lacalle, Corporación Nuestra Casa; Andrés Millar, 
Hogar de Cristo; y Matías Cociña, Observatorio Social del 
Ministerio de Desarrollo Social y Familia). Esta secuencia 
no fue meramente protocolar: organizó deliberadamente 
la discusión desde una mirada macro-distributiva regional, 
pasando por trayectorias educativas y riesgo social, hasta 
arribar a la expresión más extrema de la pobreza urbana. 
Que este debate se haya desarrollado en el marco de 
unas jornadas de economía no es accidental: la pobreza, 
la desigualdad y la exclusión extrema son problemas 
centrales de la disciplina, en tanto afectan la asignación de 
recursos, los incentivos y la dinámica de bienestar; pero su 
comprensión y su tratamiento no se agotan en un enfoque 
exclusivamente económico.

El formato de las jornadas respondió a un diagnóstico 
transversal compartido por los participantes: los debates 
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contemporáneos sobre desigualdad y pobreza no pueden 
sostenerse solo en registros agregados ni únicamente 
en experiencias locales, porque el fenómeno combina 
inercias estructurales de largo plazo con mecanismos de 
exclusión que operan en niveles institucionales y territoriales 
específicos. De allí que el análisis económico —centrado 
en distribución del ingreso, mercados de trabajo, políticas 
fiscales y protección social— se articulara explícitamente 
con marcos provenientes de la sociología, la psicología social 
y el trabajo social, así como con la experiencia acumulada por 
organizaciones que intervienen en el territorio y por equipos 
técnicos del Estado. En el contexto chileno, esta tensión 
adquiere especial relevancia: el estancamiento distributivo de 
la última década, los efectos de la pandemia sobre empleo 
e informalidad, el crecimiento sostenido de la situación de 
calle desde 2017 y la discusión pública sobre la actualización 
metodológica de la pobreza configuran un escenario donde 
la distancia entre diagnóstico estadístico, prioridades 
presupuestarias y experiencia social tiende a ampliarse si no 
se construyen marcos interpretativos integrados.

Un primer rasgo distintivo del encuentro fue la interlocución 
directa con organizaciones que trabajan cotidianamente con 
personas en situación de calle, algo poco habitual en jornadas 
académicas de economía centradas exclusivamente en 
resultados cuantitativos. Lejos de operar como una sección 
testimonial, este intercambio movilizó evidencia empírica 
situada sobre trayectorias de quiebre, puntos ciegos de la 
política social, discontinuidades entre programas y problemas 
de coordinación pública. La presencia de Estay, Lacalle y 
Millar permitió contrastar categorías analíticas tradicionales 
con patrones observables en terreno y, sobre todo, 
explicitar cómo la exclusión extrema se produce a través de 
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acumulaciones secuenciales de pérdida de vínculos, deterioro 
de salud, precarización laboral, expulsión institucional y 
desplazamiento territorial. Esta discusión mostró que la 
intervención efectiva requiere tanto métricas consistentes 
como dispositivos de acompañamiento capaces de operar 
antes de que la ruptura habitacional se consolide.

En ese mismo registro, y como una síntesis conceptual de lo 
expuesto en el panel, emergió con fuerza la noción de “los 
descartados” o “los que sobran” —personas que no solo 
experimentan pobreza, sino que quedan progresivamente 
fuera de los circuitos institucionales que estructuran la 
pertenencia social—, una categoría que sintetiza cómo 
la desigualdad se traduce, en su forma más extrema, en 
exclusión persistente y ruptura de trayectorias. Esta noción 
ayuda a entender cómo las personas se ven despojadas de 
redes sociales, de oportunidades de recomposición y, en su 
forma más crítica, de cualquier tipo de intervención pública 
que les permita reinsertarse en el circuito social.

Un segundo elemento igualmente distintivo fue la 
incorporación explícita de una mirada comparada e 
internacional como parte orgánica de la discusión, y no solo 
como telón de fondo descriptivo. La exposición de Gasparini 
situó a Chile dentro de tendencias regionales persistentes 
—alta desigualdad relativa, segmentación estructural del 
mercado de trabajo y límites redistributivos de la política 
fiscal— y permitió leer los debates nacionales a la luz de 
regularidades compartidas en América Latina. Este encuadre 
regional, ausente en formatos más tradicionales de jornadas 
disciplinarias, no solo amplió el marco diagnóstico, sino que 
orientó la conversación hacia las condiciones de posibilidad de 
políticas redistributivas y de protección social más eficaces, 



8  Pobreza, desigualdad y situación de calle en América Latina

identificando márgenes de aprendizaje cruzado entre 
experiencias nacionales y evitando que la reflexión quedara 
encapsulada en un análisis exclusivamente doméstico.

En conjunto, la articulación entre evidencia macro, análisis 
microinstitucional y conocimiento territorial permitió abrir 
una conversación con densidad analítica y relevancia pública, 
situando la pobreza como un fenómeno multidimensional 
y heterogéneo, lo que implica que las políticas públicas no 
puedan ser uniformes, sino que deban adecuarse a contextos 
específicos y a diferentes grados de exclusión. En particular, 
su expresión extrema —la situación de calle— obliga a 
evaluar simultáneamente los límites de la medición, los 
mecanismos de exclusión acumulativa y la capacidad real 
de respuesta estatal, reforzando la necesidad de diseñar 
políticas públicas diferenciadas y focalizadas, capaces de 
responder a la carencia específica de cada grupo y territorio, 
y no una solución homogénea, con el fin de garantizar su 
pertinencia y eficacia. Las secciones siguientes retoman 
este itinerario en el orden en que fue desarrollado durante la 
jornada: primero, la discusión distributiva regional planteada 
por Gasparini; luego, el análisis de trayectorias educativas de 
Undurraga; y finalmente, los aportes del panel sobre situación 
de calle, medición y dispositivos de intervención.
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2.	 DESIGUALDAD EN AMÉRICA LATINA: 

PERSISTENCIA ESTRUCTURAL, 

TENSIONES REDISTRIBUTIVAS Y NUEVOS 

RIESGOS TECNOLÓGICOS

La intervención de Leonardo Gasparini enmarcó la pobreza, 
la exclusión y, en particular, la situación de calle en una 
lógica macro–estructural: aun en su expresión más extrema, 
estos fenómenos no pueden analizarse al margen de un 
orden distributivo históricamente desigual. América Latina 
sigue presentando lo que el expositor denominó un “exceso 
de desigualdad”, esto es, una concentración del ingreso 
persistentemente mayor a la que cabría esperar dado 
su nivel de desarrollo. Este rasgo es visible no solo en el 
ingreso, sino también en la riqueza, la educación y el acceso 
a oportunidades, configurando un patrón multidimensional 
de estratificación social (Figura 1).

Figura 1: América Latina en la distribución global del coeficiente de Gini.
Fuente: presentación de Leonardo Gasparini, Jornadas de Economía 2025 UAH, en 
base a Centro de Estudios Distributivos, Laborales y Sociales (CEDLAS) (2025).
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Dicha persistencia no se reduce a un rezago coyuntural. 
Remite, más bien, a una estructura de acumulación asentada 
en mercados laborales segmentados, baja movilidad 
intergeneracional, sistemas tributarios con progresividad 
limitada en la práctica y regímenes de protección social 
fragmentados. El “exceso” de desigualdad latinoamericano 
se aprecia con claridad al comparar el coeficiente de Gini 
de cada país con el nivel de ingreso per cápita: los países 
de la región se ubican sistemáticamente por encima de la 
relación promedio entre desarrollo e inequidad, evidenciando 
una concentración de ingresos mayor a la que se observa en 
otras economías de similar tamaño y producto (Figura 2).1

Figura 2: “Exceso” de desigualdad en América Latina en relación con el ingreso per 
cápita. 
Fuente: presentación de Leonardo Gasparini, Jornadas de Economía 2025 UAH, en 
base a Alvaredo y Gasparini (2015) y Bracco et al. (2020).

1 El coeficiente de Gini es una medida de desigualdad ampliamente utilizada en la 
literatura, que mide cuán lejos se encuentra la distribución de ingresos de un país de 
la distribución de ingresos igualitaria. Este coeficiente puede tomar valores entre 0 
(menos desigualdad) y 1 (más desigualdad), o entre 0 % y 100 %.
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La trayectoria regional del coeficiente de Gini ilustra la 
combinación entre cambio y persistencia. Tras alcanzar valores 
cercanos a 52 % a inicios de los 2000, la desigualdad cae 
de manera apreciable durante esa década, pero se estabiliza 
en torno a 44–45 % hacia el presente, sin que ello implique 
una reconfiguración profunda de las bases estructurales que 
reproducen las brechas (Figura 3). El “momento igualador” 
de los 2000 aparece, así, como un episodio relevante pero 
acotado, más asociado a condiciones favorables excepcionales 
que a un rediseño institucional sostenido.

Figura 3: Evolución del coeficiente de Gini del ingreso per cápita familiar en 
América Latina. 
Fuente: presentación de Leonardo Gasparini, Jornadas de Economía 2025 UAH, en 
base a Centro de Estudios Distributivos, Laborales y Sociales (CEDLAS) (2025) y 
CEDLAS y World Bank (2020).

Desde el plano metodológico, Gasparini recalcó que las 
encuestas de hogares siguen siendo la principal fuente para 
monitorear patrones distributivos; su limitación central no es 
la incapacidad de describir tendencias, sino la subestimación 
sistemática de la concentración en la cima de la distribución. 
Los esfuerzos de estandarización y corrección con registros 
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administrativos, así como las iniciativas de armonización 
regional (CEPAL; SEDLAC–CEDLAS–BM), tienden a 
reforzar el diagnóstico de una desigualdad efectiva mayor 
a la registrada oficialmente. El problema distributivo no solo 
persiste, sino que además tiende a estar inframedido.

La reducción de la desigualdad observada en los 2000 se 
vinculó a un episodio de crecimiento inclusivo: los ingresos 
de los deciles de menores recursos aumentaron a mayor 
ritmo que los del resto de la población, apoyados por mejoras 
en términos de intercambio, expansión del empleo formal, 
transferencias monetarias y alzas reales del salario mínimo. 
Sin embargo, el expositor enfatizó que este proceso pierde 
fuerza una década más tarde y que el periodo posterior 
a la pandemia del COVID–19 se caracteriza más por un 
estancamiento que por una continuidad redistributiva. El 
contraste sugiere que el “momento igualador” fue, en buena 
medida, el producto de condiciones coyunturales favorables 
antes que de transformaciones institucionales profundas.

Un segundo eje clave fue el desplazamiento del análisis 
desde la desigualdad objetiva hacia las percepciones 
subjetivas que median la demanda por redistribución. 
El apoyo ciudadano a políticas redistributivas depende 
crecientemente de los marcos interpretativos a través 
de los cuales se entiende la desigualdad: mérito versus 
privilegio, esfuerzo individual versus barreras estructurales, 
oportunidades abiertas versus bloqueos sistémicos. Esta 
mediación importa porque altera la forma en que se evalúa la 
legitimidad del Estado para corregir brechas distributivas.

Los datos presentados muestran un debilitamiento sostenido 
del respaldo a la redistribución desde mediados de los 2000 
(Figura 4). Este giro coexiste con caídas en la satisfacción 
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económica, en la confianza institucional y en la adhesión 
a valores democráticos. La evidencia discutida sugiere 
que el aumento del descontento no proviene tanto de una 
contracción abrupta del ingreso, sino de la frustración 
frente a una desaceleración marcada de su crecimiento: 
las expectativas de movilidad persisten, pero su realización 
efectiva se vuelve más improbable. En ese contexto, la 
desigualdad pierde centralidad normativa como problema 
público y se erosiona el soporte político de reformas 
redistributivas de largo alcance.

Figura 4: Debilitamiento de las preferencias redistributivas en América Latina: 
proporción de personas que acuerdan en que “el Estado debe implementar políticas 
firmes para reducir la desigualdad de ingresos entre ricos y pobres”.
Fuente: presentación de Leonardo Gasparini, Jornadas de Economía 2025 UAH, en 
base a LAPOP Lab (2023) (promedio regional).

En la misma línea, Gasparini incorporó evidencia que vincula 
el aumento de flujos migratorios con una disminución del 
apoyo a políticas redistributivas. En sociedades donde la 
heterogeneidad crece rápidamente tienden a debilitarse 

las disposiciones a financiar bienes públicos o esquemas 
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solidarios, sobre todo si la migración es percibida como 
competencia en mercados laborales o en el acceso a servicios. 
El riesgo político es que la desigualdad se reinterprete en 
clave moralizante o securitaria, desplazando el foco desde 
estructuras económicas hacia supuestos déficits individuales. 
Esto es especialmente relevante para el análisis de la situación 
de calle, que puede quedar atrapada en narrativas de 
desviación o peligrosidad, en lugar de ser comprendida como 
una manifestación extrema de exclusión acumulativa.

El tercer eje abordado fue el impacto del cambio tecnológico 
sobre la estructura del empleo. La exposición describió 
una transición desde el paradigma del cambio tecnológico 
sesgado hacia trabajadores calificados hacia un escenario 
en el cual la automatización y —más recientemente— 
la inteligencia artificial amenazan tareas no rutinarias y 
ocupaciones de alta calificación. Esta mutación implica 
un horizonte distributivo más incierto, porque la frontera 
de sustitución tecnológica se desplaza hacia segmentos 
previamente protegidos.

Los indicadores revisados mediante el índice de exposición 
ocupacional a la IA (AIOE) muestran que economías 
como la chilena exhiben una elevada vulnerabilidad 
potencial frente a la automatización (Figura 5).2 La 
evidencia discutida apunta a tres mecanismos de riesgo: 
(i) desplazamiento de empleo, con posibles efectos sobre 
la informalidad y la calidad del trabajo; (ii) ampliación de la 
brecha capital–trabajo y concentración de rentas en los 
sectores asociados a innovación; y (iii) alta incertidumbre 

2 AIOE (AI Occupational Exposure) es un índice desarrollado por Felten et al. (2021) 
que mide, para cada ocupación, el grado de exposición potencial a la inteligencia 
artificial, combinando información sobre las tareas y habilidades requeridas con la 
capacidad de las tecnologías de IA para realizarlas total o parcialmente.
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respecto de si predominarán dinámicas de sustitución o 
de complementariedad, según el entramado institucional 
y las políticas de adaptación que se implementen. En este 
contexto, la pobreza y su expresión más extrema en la 
situación de calle dejan de ser interpretadas únicamente 
como residuo del ciclo económico y pasan a concebirse 
también como resultado posible de procesos de exclusión 
tecnológica y fragmentación del mercado laboral.

Figura 5: Impacto potencial de la inteligencia artificial sobre la estructura 
ocupacional en América Latina (AIOE).
Fuente: presentación de Leonardo Gasparini, Jornadas de Economía 2025 UAH, en 
base a Ciaschi et al. (2025) y Felten et al. (2021).
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3.	 TRAYECTORIAS EDUCATIVAS, 

ABANDONO ESCOLAR Y PRODUCCIÓN 

INSTITUCIONAL DEL RIESGO SOCIAL

La presentación de Raimundo Undurraga desplazó el 
foco desde la desigualdad distributiva hacia un plano 
microinstitucional donde la pobreza se produce y acumula 
a lo largo del ciclo vital. Su argumento central fue que el 
abandono escolar adolescente no constituye un episodio 
aislado, sino un punto de quiebre en trayectorias ya 
tensionadas por restricciones económicas, segmentación 
territorial y una crisis de legitimidad estatal que erosiona 
la capacidad integradora de la escuela. En ese contexto, 
la deserción opera como “preferencia revelada”: no 
porque la educación pierda valor intrínseco, sino porque 
los retornos percibidos de permanecer en el sistema se 
vuelven crecientemente inciertos frente a alternativas 
extraescolares —legales o ilegales— que se presentan 
como más inmediatas y productivas. Dicho de forma 
simple, los jóvenes no dejan la escuela porque no valoren 
la educación, sino porque las opciones que observan en su 
entorno hacen que permanecer en el sistema parezca una 
apuesta incierta y lenta frente a alternativas inmediatas.

Empíricamente, Undurraga documentó que en Chile la 
magnitud del fenómeno es sustantiva: en 2022 cerca 
de 35.000 estudiantes de 14–17 años abandonaron la 
escuela y, aunque alrededor del 60 % logra rematricularse, 
esa reinserción se concentra desproporcionadamente 
en el primer semestre del año escolar, cuando las redes 
institucionales aún consiguen activar mecanismos de 
retorno. El calendario de reingresos revela, así, que 
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el tiempo transcurrido desde la deserción no es una 
variable neutra, sino un factor que consolida o debilita las 
posibilidades de recomposición de la trayectoria escolar 
(véase Figura 6).

La relevancia de este quiebre se amplifica por su vínculo 
estrecho con la criminalidad juvenil. Los registros 
administrativos que enlazan SIGE con datos de la Ley de 
Responsabilidad Penal Adolescente muestran que alrededor 
de 10 % de quienes han desertado alguna vez cometen 
delitos, una incidencia veinte veces mayor que la observada 
entre quienes no desertan; además, aproximadamente 73 
% de esos delitos ocurre después del abandono, trazando 
una secuencia temporal clara donde la exclusión educativa 
antecede a la exclusión penal. La Figura 7 sintetiza este patrón 
mediante un ejercicio de estudio de eventos que sigue a los 
jóvenes en semestres relativos a su salida del sistema escolar.

Figura 6: Evolución mensual de la deserción y la rematriculación de estudiantes de 
14–17 años, 2022.
Fuente: Alcaíno y Undurraga (2025), en base a registros administrativos del MINEDUC.
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Sobre esa base, la exposición analizó una política pública 
específica: el sistema centralizado de dropout reports del 
MINEDUC, apoyado en SIGE, que identifica estudiantes que 
se desmatriculan y no reaparecen en otra escuela y que 
envía reportes a sus establecimientos de origen para gatillar 
acciones de reinserción. La evaluación causal se apoya 
en un diseño de regresión discontinua en torno al corte 
administrativo del 30 de mayo de 2022: los estudiantes que 
desertan justo antes de esa fecha ingresan al listado oficial, 
mientras quienes lo hacen justo después quedan fuera, 
lo que permite comparar grupos muy similares al interior 
de las mismas escuelas. Los resultados indican efectos 
relevantes y consistentes con el rol integrador de la escuela: 
ser incluido en el reporte incrementa la probabilidad 
de rematriculación en aproximadamente 18 puntos 
porcentuales (Figura 8) y reduce la probabilidad de cometer 

Figura 7: Probabilidad diferencial de cometer un delito antes y después del abandono 
escolar (estudio de eventos, 2016-2021).
Fuente: Alcaíno y Undurraga (2025), en base a registros SIGE.
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delitos en torno a 7 puntos porcentuales, principalmente 
no violentos (Figura 9). La elasticidad reinserción–crimen 
se estima cercana a –0.4, lo que sugiere que reanclar 
trayectorias educativas tiene retornos sociales significativos 
en términos de prevención del delito.

Figura 8: Efecto del reporte de deserción sobre la probabilidad de rematriculación 
(diseño de regresión discontinua).
Fuente: Alcaíno y Undurraga (2025), en base a registros administrativos del MINEDUC.

Figura 9: Efecto del reporte de deserción sobre la probabilidad de cometer delitos, 
julio 2022–abril 2024.
Fuente: Alcaíno y Undurraga (2025), en base a registros SIGE y LRPA.
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Una contribución analítica clave fue mostrar que estos 
efectos no emergen en el vacío, sino que están mediados 
por la capacidad organizacional de las escuelas y por sus 
redes territoriales.

La política funciona mejor cuando los establecimientos 
de origen logran activar vínculos locales y reinsertar a los 
desertores en escuelas de destino con entornos menos 
criminógenos, lo que revela un componente institucional —y 
no solo individual— en la reproducción o interrupción de la 
exclusión. Al mismo tiempo, Undurraga subrayó tensiones 
internas del sistema de vouchers: la competencia por asistencia 
genera incentivos para retener a quienes ya muestran alta 
presencia y para empujar fuera a estudiantes con trayectorias 
frágiles, mientras no existen sanciones efectivas por dejar de 
monitorear a quienes se desmatriculan. En esa zona gris, la 
exclusión educativa se vuelve un subproducto funcional de la 
lógica escolar y de sus reglas de financiamiento.

Finalmente, la evaluación costo–efectividad refuerza la 
dimensión de política pública (ver Cuadro 1). El costo total 
por estudiante tratado es cercano a USD 98, mientras que 
los ahorros sociales atribuibles a delitos evitados generan 
una razón beneficio–costo aproximada de 6:1, situando 
al sistema como una intervención barata, escalable y con 
potencial de transferencia internacional. Sin embargo, la 
conclusión de Undurraga fue deliberadamente más amplia: 
si la educación es solo una de las dimensiones de la pobreza 
multidimensional, la pregunta urgente es dónde más el 
Estado está ausente —vivienda, trabajo, salud mental— 
y cómo esa ausencia va incubando nuevas trayectorias 
de exclusión acumulativa que, en su extremo, pueden 
desembocar en situación de calle.
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Cuadro 1:  

Análisis de costo-efectividad del sistema de reportes en USD

Componente Descripción

Costos

POR

DELITO

POR 

ESTUDIANTE

Total

Fuente: Alcaíno y Undurraga (2025).

Costo de 
anticipación (AC)

Costo de 
consecuencia (CC)

Costo de
respuesta (RC)

Ahorro unitario

Inversión
en seguridad

Costos para
las víctimas

Persecución penal

AC + CC + RC,
por delito

4.131

2.272

3.197

9.600

Ahorros por delito

Sistema 
SIGE

Reportes de 
deserción (DR)

Costos de gestión 
escolar (SAC)

Costo
unitario

Costos totales de 
implementación

Costos totales 
potenciales del 
delito (ahorros)

Ahorros
totales

Participación en el 
PIB 2022 (%)

Retorno de la 
inversión (ROI)

Diseño y 
mantención

Diseño e 
implementación

Esfuerzos de  
re-escolarización

SIGE + DR + SAC, por 
desertor de 14–17 años

# desertores 14–17 (=13.862) 
× costo por estudiante

# potenciales infractores
(=1.056) × costo por delito

Costos del delito evitados − 
costos de implementación

Ahorros totales / costos 
totales de implementación

72,14

0,62

25,00

97,76

1.355.149

10.137.600

8.782.451

0,0029

6:1

Costos de implementación del reporte

Costo-efectividad
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4.	 SITUACIÓN DE CALLE, CAPACIDAD 

ESTATAL Y LÍMITES ESTRUCTURALES  

DE LA INTERVENCIÓN PÚBLICA

El panel conformado por Felipe Estay, Isabel Lacalle, Andrés 
Millar y Matías Cociña introdujo una inflexión decisiva en el 
desarrollo de las jornadas, desplazando la discusión desde 
las dinámicas agregadas de la desigualdad y las trayectorias 
educativas hacia la manifestación más extrema de la 
exclusión social: la situación de calle. Los representantes 
de las organizaciones de la sociedad civil centraron su 
intervención en la caracterización empírica y experiencial de 
este fenómeno —sus trayectorias, umbrales de quiebre y 
patrones de exclusión acumulativa—, mientras que Matías 
Cociña enfatizó la complejidad técnica de su medición, 
así como los potenciales cambios metodológicos que 
habían sido anunciados, pero no ejecutados, en el sistema 
oficial de identificación de la pobreza y de captación de 
sus expresiones más severas3. A diferencia de las dos 
presentaciones previas, este espacio no se organizó en 
torno a modelos econométricos o diagnósticos macro, 
sino que articuló experiencias de intervención directa, 
mirada técnica estatal y reflexión crítica sobre los límites 
institucionales que estructuran la respuesta pública frente a 
este fenómeno.

Millar propuso una distinción conceptual que ordena buena 
parte de la discusión posterior: la diferencia entre pobreza 

3 La referencia corresponde al trabajo de la Comisión Experta Asesora Presidencial 
para la Actualización de la Medición de la Pobreza, cuyo informe propone ajustes 
conceptuales y metodológicos al instrumento vigente, incluyendo definiciones más 
dinámicas de canasta básica, umbrales de pobreza y consideración de dimensiones 
complementarias en la caracterización de vulnerabilidad extrema.
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monetaria y situación de calle no es meramente de intensidad, 
sino de naturaleza. Ambas remiten a privación material, 
pero la situación de calle implica la ausencia de un mínimo 
estructurante —el techo— que sostiene rutinas básicas, 
vínculos sociales y condiciones mínimas de reproducción 
cotidiana. La pérdida de vivienda no solo profundiza la 
vulnerabilidad económica, sino que interrumpe el principal 
anclaje a partir del cual el Estado identifica, caracteriza y 
acompaña a las personas: deja de existir el hogar como unidad 
de referencia para la estadística, la intervención social y el 
acceso a prestaciones. En ese sentido, la situación de calle no 
puede ser entendida como un “tramo extremo” dentro de un 
continuo de pobreza, sino como un punto de quiebre donde 
se reconfiguran las formas de relación con el territorio, con las 
instituciones y con el propio entorno social.

Desde esta perspectiva, la situación de calle aparece como 
un quiebre radical del pacto de integración social. No se trata 
simplemente de individuos con ingresos insuficientes, sino de 
trayectorias vitales marcadas por una acumulación progresiva 
de rupturas: pérdida de redes familiares o comunitarias, 
desvinculación sostenida del mercado de trabajo formal, 
deterioro de la salud mental y física, posibles episodios 
de conflictividad penal y agotamiento de los mecanismos 
formales de protección. La calle suele ser, así, el desenlace de 
una secuencia de debilitamientos sucesivos y no un evento 
aislado. Cuando la persona ya se encuentra en esta condición, 
la intervención pública se ve forzada a operar ex-post, en un 
escenario donde las capacidades de contención preventiva 
han fallado de manera reiterada y los costos —sociales, 
humanos y fiscales— de recomponer el vínculo habitacional y 
relacional son significativamente mayores.
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En este marco, Millar puso el acento en una debilidad estructural 
de la política pública: la ausencia de dispositivos preventivos 
robustos dirigidos a personas con alta probabilidad de transitar 
hacia la situación de calle en etapas tempranas de ese proceso. 
Cuando aún existen ciertos vínculos básicos de integración 
—particularmente lazos familiares o comunitarios, aunque 
estén tensionados— sería factible desplegar intervenciones 
orientadas a reforzar el soporte habitacional, el acompañamiento 
psicosocial y las oportunidades de inserción laboral. Sin embargo, 
la falta de políticas focalizadas en ese momento previo al quiebre 
definitivo empuja al Estado a una lógica de respuesta tardía, 
cuando las posibilidades de recomposición del lazo social y 
habitacional se encuentran ya mucho más debilitadas. La política 
pública se configura así como un dispositivo esencialmente 
reactivo, que actúa cuando la ruptura se ha consolidado y la 
situación exige respuestas intensivas y costosas.

Esta lógica reactiva se ve agravada por las dificultades 
estructurales para producir información confiable una vez 
que la persona está en situación de calle. La alta movilidad 
territorial, la fragmentación de los puntos de contacto con el 
Estado, la desconfianza institucional acumulada y la ausencia 
de registros administrativos integrados reducen de manera 
sustantiva la capacidad de construir diagnósticos precisos 
y de seguir trayectorias en el tiempo. Ello limita, a su vez, 
la posibilidad de diseñar políticas basadas en evidencia y 
de monitorear de manera sistemática los resultados de las 
intervenciones, reforzando el círculo en el que la situación de 
calle es atendida sobre todo como emergencia visible, pero 
rara vez como proceso prevenible.

Lacalle incorporó una dimensión clave al mostrar cómo 
determinados dispositivos institucionales, lejos de operar 
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únicamente como mecanismos de protección, pueden 
contribuir indirectamente a la producción y reproducción 
de la situación de calle. Por un lado, subrayó que el diseño 
vigente de las políticas de vivienda social —fragmentado, de 
cobertura limitada y escasamente articulado con procesos 
de acompañamiento psicosocial sostenido— tiende a ofrecer 
respuestas puntuales que no logran estabilizar trayectorias 
residenciales en el mediano plazo. En lugar de interrumpir 
procesos de exclusión, este entramado institucional puede 
terminar administrando rotaciones entre soluciones precarias 
(piezas informales, hacinamiento, estadías breves en 
dispositivos transitorios) sin generar anclajes habitacionales 
duraderos, alimentando así el riesgo de que ciertos hogares 
transiten finalmente hacia la calle.

En la misma línea, Lacalle enfatizó la debilidad estructural de 
los programas orientados a personas privadas de libertad, 
identificando allí una zona crítica donde se articulan encierro 
institucional, egreso desprotegido y exposición posterior 
a la exclusión territorial. Quienes salen del sistema penal 
con escaso acceso a apoyo psicosocial, sin redes familiares 
robustas y con barreras significativas de inserción laboral 
quedan con alta probabilidad ubicados en un “intersticio 
institucional”: no son objeto de una política de reinserción 
integral, pero tampoco son absorbidos por dispositivos 
regulares de vivienda o protección social. Este vacío produce, 
en la práctica, un continuo cárcel–calle en el que la vivienda no 
se configura como un derecho habilitante, sino como un bien 
residual al que se accede de forma inestable, intermitente o 
derechamente se pierde.

Al mismo tiempo, Lacalle llamó la atención sobre la 
coexistencia de políticas estatales que, en la práctica, 
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operan en direcciones opuestas y tensionan la legitimidad 
de la intervención pública. Mientras algunos programas 
entregan bienes materiales orientados a la protección 
básica de personas en situación de calle —colchones, 
frazadas, insumos de abrigo, apoyos de emergencia—, otras 
dependencias implementan operativos que desmantelan las 
“rucas” y espacios de resguardo autoconstruidos por estas 
mismas personas en el espacio público.4 Esta combinación de 
preocupación asistencial y prácticas de despeje del espacio 
público reproduce, de facto, dinámicas de tipo not in my 
backyard,5 en las cuales la vulnerabilidad es tolerada siempre 
que no irrumpa en determinados perímetros urbanos.

Todo ello ocurre, como subrayó Lacalle, en un marco 
normativo en el que habitar en la calle no constituye delito, 
lo que hace aún más visible la disonancia entre la neutralidad 
formal del orden jurídico y la forma en que distintas agencias 
estatales administran cotidianamente la presencia de personas 
en situación de calle. La tensión entre legalidad, dispositivos de 
apoyo y prácticas de control territorial pone en evidencia que 
la respuesta institucional frente a la exclusión extrema no solo 
se juega en el plano de los recursos disponibles, sino también 
en las lógicas de gobernanza urbana que definen qué formas 
de habitar la ciudad son consideradas tolerables y cuáles son 
sistemáticamente desplazadas.

4 En el contexto urbano chileno, el término ruca se utiliza coloquialmente para 
referirse a construcciones precarias y autogestionadas, levantadas por personas 
en situación de calle como forma mínima de abrigo y delimitación espacial. Estas 
estructuras, usualmente emplazadas en veredas, plazas o áreas periféricas, cumplen 
una función básica de protección frente a la intemperie, pero también operan como 
anclajes simbólicos y territoriales que permiten cierta apropiación del espacio y 
construcción de identidad en contextos de exclusión extrema.

5 La expresión anglosajona not in my backyard (NIMBY) alude a la aceptación 
abstracta de una política social o problema público, combinada con su rechazo 
cuando este se manifiesta en el entorno inmediato. En este contexto, describe 
la coexistencia de discursos de sensibilidad social hacia la pobreza con prácticas 
orientadas a desplazar territorialmente a las personas en situación de calle desde 
espacios considerados socialmente valiosos, reproduciendo formas de exclusión 
espacial legitimadas bajo argumentos de orden, seguridad o estética urbana.
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Figura 10: Distribución territorial de personas en situación de calle fallecidas, según 
notas de prensa, Chile 2020–2024.
Fuente: elaboración de Fundación Moviliza (2024) a partir de registros de medios 
de comunicación.
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Estay presentó Fundación Moviliza (2024) como un 
dispositivo de monitoreo y análisis territorial de la situación 
de calle impulsado desde organizaciones de la sociedad civil, 
que combina levantamiento sistemático de información en 
terreno, mapeo de puntos de concentración y reconstrucción 
básica de trayectorias de vida. Más que un ejercicio de conteo 
puntual de personas, Fundación Moviliza (2024) opera como 
una herramienta de conocimiento situado que busca identificar 
patrones espaciales, circuitos urbanos recurrentes y vínculos 
entre precariedad habitacional, acceso a servicios y presencia 
de dispositivos institucionales. La distribución territorial de 
puntos de concentración y fallecimientos asociados a personas 
en situación de calle a lo largo del país, mostrada en la Figura 
10, ilustra la magnitud y la extensión geográfica del fenómeno.

Esta aproximación muestra que la situación de calle no 
responde a una dinámica azarosa ni exclusivamente individual, 
sino que se inscribe en zonas específicas caracterizadas por 
alta precariedad habitacional, informalidad laboral persistente, 
baja conectividad con instituciones públicas y ausencia 
sostenida de políticas integrales de protección social. Los 
registros sistematizados por Fundación Moviliza (2024) 
evidencian que una proporción significativa de personas en 
situación de calle permanece largos periodos en los mismos 
sectores urbanos, configurando verdaderos “circuitos 
territoriales de exclusión” donde convergen precariedad 
residencial, economías informales de subsistencia, consumo 
problemático y exposición recurrente a violencia y victimización.

Desde este marco, la cartografía producida por Fundación 
Moviliza (2024) no solo localiza puntos en el mapa, sino que 
hace visible la dinámica relacional que articula espacio, biografía 
y vulnerabilidad. Las trayectorias reconstruidas muestran 



29  Pobreza, desigualdad y situación de calle en América Latina

secuencias reiteradas: ruptura de vínculos familiares, pérdida 
de empleo formal, tránsito por soluciones habitacionales 
informales, deterioro progresivo de la salud mental y física, y 
finalmente estabilización en la calle como forma residual de 
supervivencia. La calle aparece así no como un evento puntual, 
sino como la cristalización de procesos acumulativos de 
exclusión, en los que el territorio opera simultáneamente como 
condicionante material y como productor de subjetividades 
marcadas por la desvinculación social.

Estay, en línea con la observación planteada por Lacalle 
sobre la coexistencia de respuestas estatales heterogéneas, 
subrayó además que en la práctica presupuestaria la pobreza 
y en particular la situación de calle tienden a ocupar un 
lugar secundario en la asignación de recursos públicos. Esta 
constatación sugiere que las personas en situación de calle 
difícilmente se convierten en objeto prioritario de política 
mientras su presencia no interfiera de manera visible con la 
seguridad, la actividad económica o el bienestar percibido 
de los vecinos y vecinas. En ese contexto, su atención se 
desplaza hacia un segundo plano en la jerarquía del gasto, 
subordinada a otras preocupaciones de mayor rentabilidad 
política, patrón consistente con la evolución empírica del 
fenómeno: el número de personas en situación de calle 
muestra una tendencia sostenida al alza desde 2017 (Figura 
11), sin que ello se traduzca en una reconfiguración estructural 
de las prioridades presupuestarias.

En esa línea, el trabajo de Estay, articulado con las 
intervenciones de Millar y Lacalle, cuestiona los enfoques 
que reducen la situación de calle a una condición individual 
o a una falla moral, evidenciando que se trata del resultado 
de estructuras urbanas que distribuyen de forma 
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desigual el acceso a vivienda, trabajo, redes de cuidado y 
reconocimiento institucional. La lectura territorializada del 
fenómeno permite identificar zonas críticas de intervención, 
anticipar procesos de deterioro social y orientar políticas 
públicas no solo hacia la gestión de la emergencia, sino 
también hacia la interrupción temprana de las trayectorias 
que conducen a la calle, reforzando la centralidad del 
territorio como unidad analítica y operativa para una política 
orientada a superar la exclusión extrema.

Un aspecto central destacado por Cociña fue que el sistema 
oficial de medición de la pobreza en Chile, implementado a 
través del Observatorio Social del Ministerio de Desarrollo 
Social y Familia, se estructura en torno al concepto de hogar 
como unidad básica de análisis. En términos operativos, ello 
supone un conjunto de personas que comparten espacio 

Figura 11: Número de personas en situación de calle, Chile 2017–2024.
Fuente: Fundación Moviliza (2024) y Ministerio de Desarrollo Social y Familia (2024), 
solicitados vía transparencia.
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habitacional y presupuesto, condición que habilita su inclusión 
en encuestas como la CASEN. Como consecuencia directa 
de esta definición, las personas que viven en la calle quedan, 
por diseño, fuera del marco muestral de las mediciones 
tradicionales de pobreza, lo que impide cuantificar su situación 
mediante los instrumentos estadísticos regularmente utilizados 
para caracterizar a la población residente en viviendas.

En este sentido, la exclusión estadística de la población sin 
techo —al requerir la medición oficial un “hogar”— establece 
un incentivo distorsionado para el rol estatal. La mejora en la 
vida de “los descartados” o “los que sobran” no se refleja en 
la estadística de reducción de pobreza, relegando la acción 
pública a una postura reactiva que prioriza el control territorial 
(lógica NIMBY) sobre su integración definitiva.

Esta limitación implica que una fracción relevante de quienes 
se encuentran en condiciones de vulnerabilidad extrema no 
es capturada por los mecanismos habituales de seguimiento 
de la pobreza, haciendo necesario recurrir a levantamientos 
específicos y dispositivos complementarios para su 
caracterización. La cuestión no se agota, sin embargo, en la 
inclusión o exclusión de determinados grupos, sino que remite 
a la forma en que se definen los umbrales y categorías que 
organizan el propio sistema de medición.

Desde la experiencia del Observatorio Social, Cociña enfatizó 
que las líneas de pobreza y la canasta básica de alimentos 
—frecuentemente tratadas como referencias objetivas— 
descansan en convenciones técnicas concretas: la selección 
de bienes y servicios que integran la canasta, los patrones 
de consumo que se toman como base, los coeficientes de 
actualización vía IPC y los supuestos sobre composición 
y estructura del hogar. Estos elementos configuran, en 
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conjunto, una noción implícita de lo que se considera una 
vida “mínimamente aceptable”. En este contexto, la reciente 
actualización de la base del Índice de Precios al Consumidor 
mostró que cambios metodológicos en la construcción del 
indicador pueden modificar la línea de pobreza y, con ello, el 
número de personas clasificadas como pobres, sin que ello 
suponga necesariamente transformaciones equivalentes en 
sus condiciones materiales de vida.

En este marco, Cociña hizo referencia al trabajo de la 
Comisión Experta Asesora Presidencial para la Actualización 
de la Medición de la Pobreza, cuyo diagnóstico señala que 
el instrumento vigente fue concebido para un contexto 
socio-demográfico que difiere significativamente del actual 
(Comisión Experta Asesora Presidencial para la Actualización 
de la Medición de la Pobreza, 2024). El informe releva, 
entre otros factores, el aumento de hogares unipersonales, 
la mayor presencia de arreglos familiares no tradicionales, 
la movilidad residencial más intensa y la creciente 
informalización de las redes de cuidado, elementos que 
tensionan metodologías basadas en estructuras familiares 
estables y relativamente homogéneas.6

A partir de estos elementos, su intervención subrayó que la 
distancia entre la realidad social y el dispositivo de medición 
no constituye únicamente un problema técnico, sino que 
tiene efectos directos sobre quiénes son identificados como 

6 El informe final de la Comisión Experta Asesora Presidencial para la Actualización 
de la Medición de la Pobreza sistematiza las principales transformaciones observadas 
en la estructura de los hogares y en los patrones de consumo de los sectores de 
menores ingresos, y discute sus implicancias para la definición de canastas de 
referencia, líneas de pobreza y criterios de actualización. Asimismo, revisa el papel del 
IPC como mecanismo de indexación, explora alternativas de diferenciación territorial 
y plantea la conveniencia de articular indicadores monetarios con información 
sobre privaciones no monetarias y condiciones habitacionales, con el fin de mejorar 
la capacidad descriptiva del sistema de medición frente a escenarios de mayor 
heterogeneidad social y territorial.
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población objetivo de la política social y bajo qué condiciones. 
La pobreza registrada por los instrumentos oficiales puede 
no coincidir plenamente con la pobreza efectivamente 
experimentada, especialmente en el caso de formas severas 
de vulnerabilidad asociadas a precariedad habitacional crónica, 
trayectorias de exclusión prolongada o vida en la calle. Ello 
pone de relieve la importancia de complementar las métricas 
tradicionales con herramientas específicas —levantamientos 
en terreno, registros administrativos e insumos territoriales— 
que permitan una caracterización más precisa de estos grupos 
y una articulación más estrecha entre medición estadística y 
diseño de respuestas institucionales.
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5.	 CONCLUSIONES: EL DIÁLOGO 

INTERDISCIPLINAR Y LA ARTICULACIÓN 

INTERORGANIZACIONAL COMO 

FUNDAMENTO DE LA REFLEXIÓN PÚBLICA

El diálogo desarrollado en las Jornadas de Economía 
2025 se distingue por su carácter interdisciplinar e 
interorganizacional, al integrar enfoques de la economía, 
la sociología, la psicología social y el trabajo social. 
Asimismo, articula actores de la academia, la sociedad civil 
y el Estado en torno a problemáticas que desbordan las 
fronteras sectoriales de la política pública tradicional. Lejos 
de constituir una mera sumatoria de perspectivas, esta 
convergencia operó como un espacio de problematización 
en el que se hizo visible que la pobreza, la desigualdad y la 
situación de calle no pueden ser comprendidas ni abordadas 
como objetos aislados, sino como expresiones articuladas 
de procesos estructurales que se reproducen a través de 
dispositivos económicos, institucionales y territoriales.

Las contribuciones de Leonardo Gasparini y Raimundo 
Undurraga permitieron situar, en un mismo plano analítico, 
la relación entre estructuras distributivas persistentes y 
trayectorias individuales de vulnerabilidad. Por un lado, 
Gasparini evidenció cómo la desigualdad en América Latina 
responde a una arquitectura macroeconómica caracterizada 
por una alta concentración de ingresos, segmentación 
laboral y una capacidad limitada de redistribución efectiva. 
Por otro lado, Undurraga mostró cómo estas condiciones 
se traducen en secuencias concretas de desanclaje 
institucional, en particular a través del abandono escolar, 
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la pérdida de vínculos significativos y la debilitación de los 
dispositivos de integración temprana. La interacción entre 
ambas perspectivas permitió comprender la exclusión como 
el resultado de procesos acumulativos que estructuran 
itinerarios diferenciados de integración y marginalización, en 
cuyo extremo se sitúa la situación de calle como la máxima 
expresión del aislamiento social.

En este contexto, el intercambio interdisciplinar e 
interorganizacional evidenció que los instrumentos de 
medición no constituyen meros dispositivos descriptivos, 
sino arquitecturas que delimitan los contornos de lo visible 
y lo intervenible. Las tensiones en torno a la noción de 
hogar como unidad estadística, la composición normativa 
de la canasta básica y los mecanismos de actualización 
de las líneas de pobreza mostraron que las decisiones 
metodológicas configuran jerarquías de visibilidad y marcos 
de legitimidad que inciden directamente en la definición de 
prioridades, la focalización de programas y la distribución 
de recursos. De este modo, ciertas formas de vulnerabilidad 
—especialmente aquellas asociadas a trayectorias 
habitacionales precarias y exclusión extrema— permanecen 
estructuralmente subcapturadas por los dispositivos 
tradicionales, revelando una brecha persistente entre 
pobreza medida y pobreza efectivamente experimentada. 
La articulación entre la universidad, las organizaciones de 
la sociedad civil y el Estado permitió, además, complejizar 
la comprensión de la pobreza como fenómeno relacional, 
históricamente producido y territorialmente situado. La 
integración entre evidencia cuantitativa, diagnósticos 
institucionales y conocimiento situado no generó 
respuestas cerradas, sino que iluminó las zonas de fricción 
entre medición, experiencia y política, mostrando la 
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necesidad de enfoques que articulen prevención temprana, 
acompañamiento sostenido y capacidades institucionales 
coherentes con la densidad estructural del problema.

Finalmente, las jornadas pusieron de relieve la necesidad 
de situar la discusión sobre la desigualdad y la exclusión 
en un horizonte regional más amplio. La articulación 
entre la experiencia nacional y las dinámicas observadas 
en otros países de América Latina permitió reconocer 
que los patrones de precarización, segmentación urbana 
y debilitamiento de los dispositivos de integración no 
constituyen fenómenos aislados, sino expresiones de 
procesos estructurales compartidos. Este encuadre 
comparado amplía las posibilidades de comprensión y 
acción, al habilitar aprendizajes a partir de trayectorias 
institucionales diversas, modelos de intervención 
alternativos y respuestas desarrolladas en contextos 
socioeconómicos afines, fortaleciendo así una reflexión 
pública que no se agota en el nivel local, sino que se 
inscribe en una problematización regional de la desigualdad 
y la exclusión extrema.

En este sentido, las Jornadas de Economía 2025 se inscriben 
como un espacio significativo de producción de diagnóstico 
colectivo, donde convergen miradas capaces de interrogar 
simultáneamente los supuestos técnicos, normativos y 
políticos que estructuran la intervención pública. Más 
que ofrecer respuestas concluyentes, consolidan un 
marco de reflexión riguroso orientado a comprender la 
complejidad de la pobreza, la desigualdad y la exclusión 
extrema, contribuyendo a la construcción de respuestas 
institucionales más consistentes frente a problemáticas 
persistentes, multidimensionales y socialmente críticas.
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